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1, INTRODUCCI6N 

La industria eléctrica tiene características 
propias que requieren de un régimen jurídico es- 
pecializado. 

Como bien señala Vivianne Blanlot, “La 
energía es un bien complementario u un sinnti- 
mero de otros bienes consumidos en diversas 
actividades, es un insumo en numerosas activi- 
dades productivas y a la vez es un ‘producto” 
no almacenuble. Por esta razón. la producción 
debe adaptarse instantáneamente a la demanda. 
la que es variuble en el tiempo; presentu patro- 
nes diarios, semanales y estacionales. La capa- 
cidad de producción de una central o un sistema 
en un momento dado es la potencia; el jlujo 
acumulado producible a través de un período de 
tiempo es la energía. La máxima potencia de 
una central a un sistema generalmente dada por 
la capacidad de ias turbinas y en centrales hi- 
droeléctricas de pasada (sin embalse de regula- 
ción) está asociado también al caudal de agua, 
la energía producible en un período determina- 
do depende de la disponibilidad del recurso 
(carbón, uranio, gas, vapor geoténnico, agua 
embulsada, etc.). Para lograr un abastecimiento 
confiable se requiere que la potencia instalada 
máxima sea igual o superior a la demanda 
mlixima coincidente del sistema y que se dispon- 
ga de los recursos energéticos suficientes para 
satisfacer la producción demandada en un pe- 
ríodo dado “t, 

De ello resulta que las economías de escala y 
las economías de alcance, determinan el desa- 
rrollo de los sistemas de generación interconec- 
tados y su operación coordinada o unificada. 

Esto origina monopolios naturales que, vin- 
culados a la prestación de un servicio esencial e 
insustituible a un número indeterminado de per- 
sonas, queden afectados por el concepto de ser- 
vicio público o también llamado servicio de in- 
terés general. 

1 BLHNLOT S. Uvianne. en Despu&s de lar Prrvatiza- 
clones’ Huera ri E.ytndo Regulador, Ed. Cieplan. 
Santiago de Chile, 1993. pág. 284 y sgtes.j 

El concepto de servicio público ha sido re- 
ceptado en el ordenamiento jurídico argentino 
en las Leyes de Energía vigentes NC 15.336 (art. 
3”) y 24.065 (art. 4”). 

Interpretando dicho concepto, la Corte de 
Justicia de la Nación Argentina ha señalado que: 

a. 

b 

C. 

d. 

e. 

f. 

El funcionamiento o el ejercicio de la conce- 
sión de un servicio público está subordinado 
inexcusablemente al Poder de Policía que 
compete a la Autoridad Administrativa con- 
cedente (LL 9-928 LL 10-729). 
Una empresa de luz y energía eléctrica para 
el servicio de una población afecta graves 
intereses de esa sociedad que, por serlos, de- 
ben ser tutelados por el Estado en ejercicio 
de su poder de policía. (LL 58222, Fallos 
215,280; JA 950.1-522j. 
La concesión es primordialmente un acto de 
gobierno que tiene por fin organizar un ser- 
vicio público de utilidad general, pese a los 
aspectos contractuales que quepan recono- 
cerles (Fallos 257, 173). 
El acto estatal regulatorio de la prestación de 
un servicio público de utilidad general es de 
carácter unilateral, llámase legal 0 reglamen- 
tario (LL 117-783, JA 964-V-496, Fallos 178. 
243; 183, 1116; 184.280; 230,380; 254,441). 
Toda concesión del Estado para la explotación 
de un servicio público que importe un mono- 
polio, aun cuando sea virtual, lleva implícita la 
condición de que sus precios o tarifas están 
sometidos al control de la autoridad adminis- 
trativa correspondiente. (Fallos 146, 232) 
La regla más segura en materia de interpreta- 
ción de concesiones es la que toda duda debe 
ser resuelta en sentido adverso al concesiona- 
rio, porque nada debe tomarse como conced- 
do, sino cuando es dado en términos inequívo- 
cos. (Fallos 155, 36). Este principio es idéntico 
al adoptado por la Corte Suprema de los Esta- 
dos Unidos (97 U.S. 659 y 116 U.S. 3076). 

Por otro lado, se ha desarrollado actualmen- _ te, primero en Inglaterra y luego en drstmtos 
países del mundo, la idea de que se pueden in- 
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traducir mecanismos de mercado en el régimen 
de funcionamiento de la energía eléctrica. 

En tal sentido entendemos que no existe con- 
tradicción entre regulación y mercado sino com- 
plementariedad. 

El mercado: “Es urm instirución muy delicu- 
da ~1 muy .sojkticadu de ios países civilizados, lo 
cuul exige que en rodo momento el Esfado afien- 
da J cuide JJ vigile permunentemente el merccc- 
do, entre oirus cosas. para que no ye devtruy 
por sí mismo. No hay contraposición entre insti- 
tuciones y mercado. Esa es una falsa dicotomía. 
El mercado es una insfitución. Quieneh preten- 
den conrraponer Estado y mercado fon, justa- 
mente, quiene nunca hun creído en el mercado. 
Y estu e.r In clave del propio Derecho de la 
Competencia”2. 

Es necesario hacer algunas precisiones ya 
que debemos distinguir privatización, sistema 
de competencia y regulación: 

Privatización: En este ámbito se entiende la 
transferencia del ejercicio por parte de una em- 
presa privada de una actividad cumplida antes 
por el Estado. 

Competencia: Cuando distintos agentes eco- 
nómicos actúan en el mercado libremente. 

Regulación: Son las condiciones de un orga- 
nismo para mantenerse en equilibrio. 

Siguiendo a Trillo-Figueroa y Martínez-Con- 
de, podemos decir que siempre hay regulación. 
lo que ocurre que la misma puede ser autorregu- 
lación mediante sistema de mercado o regula- 
ción mediante normas externas. El grado de re- 
gulación externo es inversamente proporcional 
al nivel de mercado. En igual sentido, así lo in- 
dica Portasik, Linda S.“. 

Estos tres conceptos no son sinómmos ni es- 
tán necesariamente vinculados. 

1) 

2) 

3) 
4) 

51 

6) 

Es así que puede haber: 

Privatización monopólica sin competencia ni 
regulación. 
Privatización con competencia y sin regula- 
ción. 
Privatización con competencia y regulación. 
Empresas estatales, monopólicas y sin regu- 
lación. 
Empresas estatales, que compiten con priva- 
das con regulación. 
Empresas estatales que compiten entre sí con 
regulación. 

El desarrollo de la industria eléctrica en Ar- 
gentina y su régimen jurídico ha sufrido, al 
igual que en el mundo, distintas etapas, las que 
serán motivo de un análisis breve en el presente 
trabajo. 

Se encuentra en pleno proceso de transfor- 
mación y, por consiguiente, resulta difícil ex- 
traer conclusiones definitiva5 sobre el funciona- 
miento del régimen actual. El mi?mo depende 
del correcto esquema institucional, de la inde- 
pendencia y fortaleza de los Entes Reguladores, 
de la efectiva competencia entre los actores, de 
la armonización adecuada entre los regímenes 
provinciales y el sistema nacional, propio de un 
país federal, de las consecuencias comerciales 
del proceso de integración regional en el MER- 
COSUR, de una clara política de abastecimiento 
y seguridad a largo plazo y de mecanismos de 
financiamiento adecuado para la expansión de 
los sistemas de generación y transporte. 

Como muchos de estos aspectos no están to- 
talmente resueltos, siendo la experiencia argen- 
tina muy diferente a la de otras naciones, solo 
presentamos en este trabajo un panorama de su 
desarrollo. 

2. ETAPAS DE LA REGULACIÓN 
ELÉCTRICA ARGENTINA 

A. CONCESIONES PKIVADASLOCALES 

En forma concomitante con los inicios del 
desarrollo de la electricidad en el mundo, en la 
República Argentina, desde fines del siglo XIX, 
se empezaron a desarrollar sistemas de usinas 
térmicas e hidroeléctricas que tenían como fin 
abastecer las necesidades individuales y de 
alumbrado público. Así, en la ciudad de Buenos 
Aires se menciona como el primer antecedente 
de alumbrado público el efectuado por Rufino 
Varela en 1877, con una pequeña central que 
abastecía a comercios y viviendas vecinas. 

En 1893, en la Capital Federal, ya existían 
diversas empresas eléctricas, entre ellas la Com- 
pañía Primitiva de Gas y Electricidad, la Com- 
pañía de Electricidad de Buenos Aires y la River 
Plate Electric Light and Traction, que adquirie- 
ron mayor importancia al empezar a transfor- 
marse los tranvías de tracción a sangre por los 
de corriente eléctrica. En 1899 construyó su pri- 
mera usina la Compañía Transatlántica de Elec- 
tricidad (C.4TE), a la que se otorga en diciembre 
de 1907. por la Municipalidad. una concesión 
por cincuenta años. 

En 1912, se le otorga otra concesión a la 
Compañía Italo-Argentina de Electricidad de 
origen ítalo-suiza. 



Paralelamente, en las provincias de Buenos 
Atres y Santa Fe, se instalan usinas de las em- 
presas River Plate Co. y la Compañía de Electri- 
cidad de Buenos Aires, también de origen britá- 
nico. que construyeron usinas en zonas aledañas 
a la Capital Federal, Mar del Plata, Junin, San 
Nicolás y en la ciudad de San Luis. 

Como resultado de la Primera Guerra Mun- 
dial. la CATE, de origen alemán. se transforma 
en Compañía Hispano Americana de Electrici- 
dad (CHADE). 

Por otro lado, el llamado grupo Herbtzka, 
adquiere numerosas usinas en distintas localida- 
des del interior del país. Así están las que se 
ubican en las ciudades de Salta, Jujuy, Resisten- 
cia, Concordia, Concepción del Uruguay, Guale- 
guay, Gualeguaychú, San Juan, San Rafael, San 
Luis, Villa Mercedes, Villa María. Bell Vill y en 
la provincia de Buenos Aires: Mercedes, Braga- 
do, Tandil y Necochea. Dicho grupo vende, en 
1929. sus intereses a la sociedad estadounidense 
Ameritan And Foreing Company. En virtud de 
ello. se constituyeron cinco sociedades anóni- 
mas: “Compañía de Electricidad Los Andes 
S.A.“, en las provincias de Mendoza. San Juan, 
y San Luis; “Compañía de Electricidad del Nor- 
te Argentino S.A.” en las provincias de Salta. 
Jujuy y Tucumán; “Compañía de Electricidad 
del Sud Argentino S.A.” en la provincia de Bue- 
nos Aires; “Compañía de Electricidad del Este 
S.A.” en las provincias de Entre Ríos, Santa Fe, 
Chaco; “Compañía Central Argentina de Electri- 
cidad S.A.” en la provincia de Córdoba, todas 
forman lo que se le llamó el Grupo A.N.S.E.C.. 

Junto al desarrollo de las concesiones priva- 
das, en numerosas poblaciones de escasa impor- 
tancia económica se instalan usinas municipa- 
les, cooperativas o construidas por Obras 
Sanitarias de la Nación, como actividad acceso- 
ria al servicio de agua corriente. 

Técnicamente la etapa privatista se caracteri- 
za por servicios prestados localmente, sin un 
sistema de interconexión y en base, fundamen- 
talmente, a centrales térmicas. 

Desde el punto de vista institucional dicho 
período se intcia con permisos precarios, luego 
continúa con concesiones municipales a largo 
plazo y culmina con numerosos conflictos polí- 
ticos y sociales que se desarrollan a partir de 
1930 hasta 1944. entre las empresas, los munici- 
pios y las provincias argentinas. 

Así, en 1943. las intervenciones federales de 
Tucuman, Entre Ríos, Corrientes, Jujuy, Córdo- 
ba declaran la caducidad de las concesiones 
eléctricas. 

En el caso particular de la provincia de Men- 
doza, en 1899. se otorgó al ingeniero alemán 
Carlos Fader una concesión para producir y ven- 

der energía eléctrica a partir de las aguas del río 
Mendoza. Su destino era atender la actividad 
minera. pero por Ley No 185 de 1900 se amplía 
la concesión, autorizándose a conducir corriente 
eléctrica para el abastecimiento de la ciudad y 
sus alrededores. En 1910 entra en producción la 
usina hidroeléctrica en el río Mendoza, que, con 
una inversión de más de un millón de pesos, 
constituía la tercera obra de su género en el 
país, Dicha concesión, por accidentes naturales 
y problemas financieros, no pudo continuar y en 
1913 fue adquirida por la Compañía Argentina 
Power and Raillers Traction Ltda. Su concesión 
se va a mantener hasta 1946 cuando es revocada 
la Ley provincial N” 1561. 

De manera concomitante, en 1902 se había 
constituido en dicha provincia la Sociedad Anó- 
nima Luz y Fuerza. En 1909 por Ley No 504, se 
autoriza al Poder EJecutivo para contratar con el 
Ingeniero AMauro Herlitzka por sí y en representa- 
ción de la Sociedad de Luz y Fuerza el aprove- 
chamiento de las aguas del río Mendoza. En 
1912, se descubren irregularidades en el funcio- 
namiento de la empresa que prestaba el servicio 
público de electricidad y, por decreto, se ordena 
su caducidad. Luego de un planteamiento judicial 
la empresa recibe, por Ley ND 824, una concesión 
por setenta y cinco años. Por último, en 1929, la 
Compatiía Luz y Fuerza pasó a formar parte del 
Grupo ANSEC bajo la denominación de Compa- 
ñía de Electricidad Las Andes. En 1943. la Inter- 
vención Federal ordena la intervención de la 
CELA y la rebajas de las tarifas. En 1944, el 
Poder Ejecutiva declara provincializados y de 
utilidad pública los servicios de electricidad. 

Este período de concesiones locales, y de 
controversias entre las empresas y las autoridades 
concedentes es similar a lo que aconteció en 
otros países, en particular en el caso de Estados 
Unidos de Norteamérica, según lo reseña Charles 
E Phillips, Jr.“. Allí el caso más ilustrativo fue la 
elección en New York del Gobernador Charles 
Evans Hugues al impulso de los conflictos con 
las empresas prestadoras de servicios públicos. 
La diferencia sustancial con el caso argentino es 
que allí, a partir de 1920, empiezan a establecerse 
Comisiones Reguladoras Estaduales, que luego. 
con el tiempo, irán constituyéndose en un factor 
de poder de gran trascendencia. 

B. INTERVENCIÓN ESTATAL 

A partir de la crisis mundial de 1930, con la 
Gran Depresión, se había iniciado un cambio en 
las políticas económicas globales, con un impul- 

4 The Regulution »f Public L’rrlities, “Theory and 
Pract~ce”. Thlrd Edition, luly. 1993, U S 4. 



so, desde el punto de vista doctrinario, a la in- 
tervención estatal. El mayor ejemplo de aplica- 
ción en el ámbito energético de tales teorías se 
dio en Gran Bretaña, en donde la Electricity 
Act, de 1947, completó el movimiento hacia la 
nacionalización del suministro de electricidad 
que empezó en 1927 con la creactón del Central 
Electricity Board. Según nos detalla William A. 
Robson5: “la primeru legislación introdujo en 
gran medida la propiedad y control públicos so- 
bre la generación y distribución de elecfricidad. 
Dejaba la distribución a los consumidores en 
manos de “empresarios autorizados”. Aproxi- 
madamente dos terceras partes de la distribu- 
ción de electricidad pertenecía y era adminis- 
trada por autoridades locales, y una tercera 
parte por compañias de servicios públicos. Aho- 
ro, la totalidad de estas empresas pasa a ser de 
propiedad nacional y a un sistema integrado de 
gestión pública. El Central Electricity Board es 
ei orgunismo responsable de la generación de 
electricidad. mienlras que doce empresas públi- 
cas conocidas con el nombre de Area Electriciiy 
Bonrds son responsubles de su distribución. En 
Escocia existen dos Scottish Electrici(v Boards 
que son responsables tanto de la generación 
como de la distribución”. 

La aplicación en el ámbito de los servicios 
públicos de los principios keynesianos, según 
Margaret WeiI-h. proveyó una fórmula no muy 
controvertida del Partido Conservador inglés 
para mantener su posición. 

En el caso argentino, en 1949, se reforma la 
Constitución Nacional, la que en su artículo 40” 
decía que: “Los minerales. las caídas de aguas, 
los yacimientos de petróleo. de carbón y de gas, 
y las demás fuentes naturales de energía, con 
excepción de los vegetales, son propiedades im- 
prescriptibles e inalienables de la Nación, con la 
correspondiente participación en su producto, 
que se convendrá con las provincias.” “Los ser- 
vicios públicos pertenecen originariamente al 
Estado, y bajo ningún concepto podrán ser ena- 
jenados o concedidos para su explotación. Los 
que se hallaren en poder de particulares, serán 
transferidos al Estado, mediante compra o ex- 
propiación con indemnización previa, cuando 
una ley nacional lo determine”. 

En cuanto a la prestación de los servicios 
públicos en el Gran Buenos Aires, en 1957, por 

5 Industria h’ocionnluudo y Propiedad Púhiicn, edito- 
rial TECNOS S.A.. Colección de Ciencias Socinles 
N” 36, pág. 53”. 

6 “Ideas and Politics: The Acceptance of Keynesnmam 
in Br~tain and the Cnlted States”, en PA Hall (ed).. 
Tlze Poliiical Power oi Economrc Ideas: Kevneianrsm 

el Decreto No 1.387 se declaró la nulidad de las 
Ordenanzas No 8028 y No 8029 de la ciudad de 
Buenos Aires referidas a las concesiones de la 
Compañía Argentina de Electricidad (CADE) y 
a la Compañía Italo-Argentina de Electricidad 
(CIADE o también llamada Italo), intervinién- 
dose la primera. 

En 1958, la Ley N” 14.772 autorizó la crea- 
ción de la Sociedad de Servicios Eléctricos del 
Gran Buenos Aires (SEGBA). La misma instru- 
mentó un convenio suscrito el 31 de octubre de 
1958 entre el Gobierno Nacional y la CADE y la 
Compañía de Electricidad de Buenos Aries 
(CEBA). Aquella empresa era una sociedad 
mixta, cuyo capital se integraba con acciones 
clase A, correspondientes al Estado y las accio- 
nes de clase B, por las que se incorporaban los 
Capitales de CADE y CEBA. Dicho régimen fue 
modificado, transformándose SEGBA en una 
Sociedad del Estado de derecho privado. 

Efectivizando el papel del Estado Nacional en 
materia de energía, en 1943 se crea la Dirección 
Nacional de Energía. En relación con ella, se ubi- 
caba la Dirección de Centrales Eléctricas del Es- 
tado, la que estaba autorizada para elaborar esm- 
dios y proyectos para la ejecución y explotación 
de centrales eléctricas. En 1947. por Decreto No 
3.967, se crea la Dirección Nacional de Agua y 
Energía Eléctrica resultado de la unión de la Di- 
rección de Irrigación y la Dirección de Centrales 
EICctricas del Estado. En 1949, el Decreto No 
16.544. establece que la construcción y adminis- 
tración de centrales eléctricas se realizará por la 
administración de la energía eléctrica. En base a 
tales antecedentes surge la Empresa Nacional de 
Electricidad (ENDE). El Poder Ejecutivo Nacio- 
nal, en 1957, por Decreto No 14.004, establece el 
estatuto orgánico de la Empresa del Estado Agua 
y Energía Eléctrica. 

Dicha empresa llevó adelante numerosas 
obras en todo el territorio nacional desarrollan- 
do centrales hidroelectricas y líneas de transmi- 
sión en alta tensión. Aquellas ya tenían antece- 
dentes en la Ley No 6.545 de 1909 que preveía 
la realización de estudios y provectos hidroeléc- 
tricos, invitando a las provinctas a su integra- 
ción Los aprovechamientos hidroeléctricos fue- 
ron motivo de diversos convenios con las 
provincias instrumentados en las Leyes No 
12.202, N” 12.259, N” 12.680, No 12.654 y N” 
12.707, entre otras. 

A fin de aprovechar el importante caudal de 
ríos cordilleranos patagónicos Limay y Neu- 
quén, la Ley N” 16.882 encomienda a Agua y 
Energía la construcción del complejo Chocón- 
Cerros Colorados. La trascendencia de dicha 
obra origina que, con posterioridad, se cree la 
Empresa Hidroeléctrica Norpatagónica (Hidro- 



nor S.A.). estableciéndose un fondo especial 
para su construcción y el de las líneas que vin- 
culan el complejo con el Gran Buenos Aires y 
de los aprovechamientos de Alicurá y Piedra del 
Aguila. 

Por otro lado. se crean Comisiones Binacio- 
nales con la República Oriental del Uruguay 
para el aprovechamiento de Salto Grande sobre 
el río del mismo nombre y con Paraguay para el 
emprendimiento de Yaciretá. 

En materia de energía nuclear, la República 
Argentina fue pionera en esa tecnología inician- 
do las actividades en 1950, al crear la Comisión 
Nacional de Energía Atómica. La misma fue re- 
glamentada, en su funcionamiento y en cuanto 
al manejo de los minerales nucleares, por los 
Decretos-Leyes N* 21.842155 y No 22.498156. 
Aquí se sigue la tendencia generalizada de la 
época de asignar responsabilidades directas al 
Poder Ejecutivo en la materia. En virtud de un 
programa establecido se construyó la Central 
Nuclear de Atucha 1 de 357 MW(e) de potencia 
bruta mediante un convenio con la empresa Sie- 
mens AG de Alemania. Luego siguió la Central 
Nuclear de Embalse ubicada en la provincia de 
Córdoba y que posee una potencia bruta de 648 
MW (e), aporta en la actualidad al Sistema Ar- 
gentino de Interconexión (SADI), en promedio, 
casi 10% de la producción del Sistema Nacional 
y provee de energía eléctrica a aproximadamen- 
te 3 millones de habitantes. 

Por otro lado, se fueron desarrollando en las 
provincias una serie de empresas y entes oficia- 
les destinadas a la distribución de energía eléc- 
trica como: “Empresa Provincial de Energía de 
Córdoba (EPEC)“; la “Dirección de Energía de 
Buenos Aires (DEBA)“; la “Dirección de Ener- 
gía de Santa Fe”; la “Empresa de Electricidad 
de Misiones S.A. (EMSA)“; la “Empresa de 
Energía del Chaco (EPECH)“; la “Dirección de 
Energía de la Rioja” y la “Dirección de Energía 
de Santa Cruz”. 

Conjuntamente con esa actividad estatal pro- 
vincial se constituyeron, en numerosas localida- 
des del país, cooperativas de electricidad, algu- 
nas de las cuales abastecían de otros servicios a 
importantes centros poblacionales. 

Desde el punto de vista institucional, la Ley 
N” 15.336. dictada en 1960, rigió en todo el ám- 
bito de la jurisdicción nacional. Dicha norma 
caracterizaba a la generación. transformación y 
a la transmisión como de interés general y a la 
distribución como servicio público (Art. 3”). 
Definía a la energía como cosa jurídica distinta 
de la fuente (AK 5”). En su art. 6” señalaba 
como: “de jurisdicción nacional la generación 
de energía eléctrica, cualquiera sea su fuente, su 
transformación y transmisión, cuando: 

a) Se vinculen a la defensa nacional; 
b) Se destinen a servir el comercio de energía 

eléctrica entre la Capital Federal y una o 
más provincias 0 una provincia con otra 0 
con el Territorio de Tierra del Fuego, Antár- 
tida Argentina e Islas del Atlántico Sur: 

c) Correspondan a un lugar sometido a la legis- 
lación exclusiva del Congreso Nacional; 

d) Se trate de aprovechamientos hidroeléctricos 
0 mareomotores que sea necesario interco- 
nectar entre sí o con otros de la misma o 
distinta fuente, para la racional y económica 
utilización de todos ellos; 

e) En cualquier punto del país integren la Red 
Nacional de Interconexión; 

f) Se vinculen con el comercio de energía eléc- 
trica con una nación extranjera; 

g) Se trate de centrales de generación de ener- 
gía eléctrica mediante la utilización o trans- 
formación de energía nuclear o atómica.” 

En cuanto a la etapa de distribución, la ley 
señala: “Serán también de jurisdicción nacional 
los servicios públicos definidos en el primer pá- 
rrafo del artículo 3” cuando una ley del Congre- 
so evidenciara el interés general y la convenien- 
cia de su unificación”. 

El régimen prevé el otorgamiento de conce- 
siones para el aprovechamiento de energía hi- 
droeléctrica y cursos de aguas públicas cuya po- 
tencia normal exceda de 500 kW y para el 
ejercicio de actividad de servicios públicos de 
electricidad. Prevé la autorización para el esta- 
blecimiento de plantas térmicas o líneas de 
transmisión o distribución, cualquiera sea su 
fuente, cuando la potencia fuera igual o superior 
a 5.000 kW, también se requiere autorización 
cuando dichas instalaciones sean inferiores a 
5.000 kW, pero requieren el LISO de bienes públi- 
cos o afectados al servicio público. 

La norma. en su artículo 24”, crea el Conse- 
jo Federal de la Energía Eléctrica. constituido 
por representantes del Gobierno Nacional y de 
las Provincias. El mismo tiene como objetivo 
considerar y coordinar los planes de desarrollo 
del sector elécttico, asesorar al Poder Ejecutivo 
Nacional y a las provincias y aconsejar modifi- 
caciones a la ley o a su reglamentación. 

Se forma el Fondo Nacional de la Energía 
Eléctrica, integrado: 

a) Con un aporte del Tesoro Nacional que se 
fijará anualmente; 

b) Con el 50% como mínimo del producto de la 
recaudación de Fondo Nacional de la Ener- 
gía, pudiendo el Poder Ejecutivo incremen- 
tar dicho porcentaje a propuesta de la Secre- 
taría de Energía y Combustibles; 
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d) 

eI 

F, 

h) 

al 

b) 

Con las regalías sobre el uso de las fuentes 
hidráubcas de energía que se establecen el 
artículo 15, incuso 9; 
Con el derecho de importación de la electri- 
cidad que en cada caso se establezca por los 
organismos competentes; 
Con el recargo de $ 0,lO por kilovatio-hora 
sobre el precio de venta de la electricidad. 
Queda facultado el Poder Ejecutivo. previo 
dictamen del Consejo Federal de Energía 
Eléctrica. para modificar este recargo, no pu- 
diendo exceder del 15% de dicho precio de 
venta; 
Con el producido de la negociación de títu- 

los de deuda nacional que se emitan con car- 
go a ser servidos con recursos del Fondo; 
Con la recaudación por reembolso, y sus in- 
tereses, de los prestamos que se hagan de los 
recursos del Fondo; 
Con documentos, legados, aportes y otros re- 
cursos no especificados anteriormente. 

Y este se aplicará en: 

El 80% del mismo, con destino exclusivo a 
los estudios. construcción y ampliación de 
las centrales, redes y obras complementarias 
o conexas. que ejecute el Estado Nacional; 
El 20% remanente será transferido al Fondo 
de Desarrollo Eléctrico del Interior, conforme 
con lo dispuesto en el artículo 32, inciso d). 

Tdmbien se establecía el Fondo Especial del 
Desarrollo Eltctrico del Interior, que se integra- 
ba 

4 

b) 

cl 

4 

Con los excedentes de las tarifas y recargos 
que establezca el Poder Ejecutivo en la Ca- 
pital Federal y Gran Buenos Aires; 
Con los aportes del Tesoro de la Nación que 
correspondan a los compromisos del Fondo 
de Restablecimiento Económico y otros que 
se determinen en la ley de presupuesto; 
Con el diez por ciento (10%) del producido 
del Fondo Nacional de la Energía; 
Con el veinte por ciento (20%) artículo 32, 
inciso d) del Fondo Nacional de Energía 
Eléctrica. 
Con dicho Fondo se otorgan préstamos a las 
provincias para sus planes de electrificación. 

En cuanto a las tarifas de energía eléctrica 
que se comercializaran en el Sistema Nacional, el 
Poder Ejecutivo Nacional las fijaba teniendo en 
cuenta los costos de capital. dotaciones de fondos 
de reservas, impuestos, seguros, amortizaciones e 
intereses de capital, gastos de personal y valor de 
la energía adquirida. La ley preveía un sistema de 

regalías del 5% por ciento del importe de la ener- 
gía vendida a favor de las provincias donde se 
encuentren las fuentes hidroeléctricas. 

Por último, la norma legal distinguía entre 
sistemas eléctricos nacionales y sistemas eléctti- 
cos provinciales. 

Si bien el régimen jurídico detallado preveía 
expresamente el sistema de concesiones y auto- 
rizaciones para que el sector privado intervinie- 
re en la actividad electro-energetica nacional, en 
la práctica la misma se desarrolló sobre la base, 
exclusiva, de las grandes empresas nacionales y 
binacionales. En la etapa de distribución las em- 
presas provinciales recibieron en 1980, median- 
te ley, las instalaciones que hasta ese momento 
tenía a su cargo la empresa Agua y Energía 
Eléctrica. etapa de distribución en la cual tam- 
bién participaban las cooperativas. 

Este período de intervención estatal, se ca- 
racterizó, como hemos visto, por un fuerte im- 
pulso al desarrollo hidroeléctrico y nucleoeléc- 
trice, y por la construcción de grandes líneas de 
alta tensión que interconectaron prácticamente 
todo el país. 

El modelo sufrió un deterioro en su funciona- 
miento debido al progresivo endeudamiento de 
las empresas eléctricas del Estado Nacional, a 
una programación que no se cumplió en los tér- 
minos previstos. con un aumento considerable en 
mayores costos, un sobredimensionamiento de 
los proyectos y una excesiva politización en el 
manejo empresario y en la fijación de tarifas. 

Tales circunstancias plantearon, a partir de 
1989, diversos debates sobre la forma de reorde- 
nar el sector energético nacional y a sus empre- 
sas, las que se encontraban en una situación de 
crisis de abastecimiento, ya que se efectuaban 
cortes programados, originados por un año hidro- 
lógicamente pobre, la salida del servicio temporal 
de una central nuclear y a la indisponibilidad de 
un porcentaje importante del parque térmico, fru- 
to de insuficiente mantenimiento e inversión. 

3. MARCO REGULATORIO ELÉCTRICO 

A. ANTECEDENTES 

El gobierno que asumió en 1989, sancionó la 
Ley No 23.696 de Reforma del Estado. La mis- 
ma establecía la posibilidad de dar en concesión 
los servicio de electricidad a cargo de Agua y 
Energía y SEGBA. 

El 29 noviembre de 1989, firma el Presiden- 
te de la Nación con los Gobernadores de las pro- 
vincias el Pacto Federal Eléctrico. En su texto 
se caracterizaba a la generación, transporte, 
transmisión, distribución y comercialización 



como un servicio público. Se distinguía entre el 
sistema nacional y los sistemas provinciales. En 
el ámbito federal se contemplaba la constitución 
de una empresa que unificara las distintas socie- 
dades que tenía el Estado Nacional. 

Dicho esquema, si bien fue seguido por el 
Decreto N” 120190 por el que se programaba el 
reordenamiento empresario a fin de constituir la 
Empresa Federal de Energía Eléctrica, no tuvo 
una efectiva concreción. 

Los antecedentes del cambio estructural se 
encuentran en el Decreto N” 1.374190 que de- 
clara en emergencia al Sistema Eléctrico Argen- 
tino y 3 sus empresas. 

Se creaba un Comité de Emergencia y se 
planteaba la reconversión del sector a luz de la 
Ley de Reforma del Estado NC 23.696, previén- 
dose la privatización de la empresa SEGBA 
(Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires). 

En virtud de tal programa se dictó el Decreto 
N” 63419 1, el que obedecía a la orientación eco- 
nómica dada del Gobierno por el Ministro Cava- 
Ilo. Este dirigía la Fundación Mediterránea, la 
que había realizado estudios sobre el tema, bajo 
la dirección del Dr. Givogri y del ingeniero Bas- 
tos. Los mismos planteaban la posibilidad de in- 
corporar mecanismo de mercado en el ámbito de 
la generación y venta de la energía en bloque y 
la privatización de las etapas de transporte y 
distribución. Tal modelo estaba relacionado con 
la experiencia de privatización iniciada en el 
mercado inglés de la energía. 

El Decreto N” 634/91 ya preveía, en sus con- 
siderandos y objetivos, tal orientación política. 
La misma era coincidente con el esquema general 
de privatizaciones del Gobierno Nacional. 

Así, en sus considerandos. se mencionaba: 
“Que es necesario recrear un más libre funcio- 
namiento de los mercados y de sus mecanismos 
de asignación de recursos técnicos y económi- 
cos favorables para el desarrollo de la compe- 
tencia, instrumentando las medidas que garanti- 
cen el logro de una mayor eficiencia”. 

“Que se debe permitir la incorporación de 
capital privado de riesgo, descentralizando las 
decisiones en los mercados eléctricos (inversio- 
nes. precio. etc.), concentrando la responsabili- 
dad del Estado en el diseño y aplicación de polí- 
ticas superiores y en la regulación y el control 
que sean necesarios para el funcionamiento de 
las distintas actividades del sector”. 

“Que es conveniente reformular los mecanis- 
mos y disposiciones reglamentarias que ordenan 
el sector creando las instancias y en el marco 
regulatorio adecuado a las nuevas estructuras 
que se desean alcanzar”. 

“Que se debe compatibilizar el desarrollo del 
sector eléctrico con el uso de los recursos ener- 

géticos sustitutivos y complementarios, y esta- 
blecer normas para la protección ambiental y el 
uso racional de dichos recursos. 

En cuanto a los objetivos se preveía la re- 
conversión del sector buscando que las tarifas 
reflejaran los costos e indicando que la gestión 
de las empresas nacionales debían respetar tales 
objetivos y someterse al marco regulatorio a 
dictarse. Se indicaba un período de transición 
hasta el 1 de abril de 1993 para la reconversión 
del sistema eléctrico argentino. 

En la definición de mercado eléctrico se in- 
cluían dos niveles: el mayorista y el de venta a 
usuanos finales. En el funcionamiento de esos 
niveles de mercado se debía ir avanzando en 
transacciones libremente pactadas en el primero 
y reguladas en el segundo. Se indicaba, en cuanto 
a las funciones de generación. que la misma esta- 
ría abierta al capital de riesgo, la del transporte 
sería realizada por una empresa que incluyera 
una tarifa regulada y en la etapa de distribución 
mediante concesiones de servicios públicos. 

Se establecía un despacho económico a cargo 
de un organismo que debía asumir la operación 
técnica del Sistema Argentino de Interconexión. 

En cuanto al sistema de tarifas el mismo se 
basaría en el sistema de costo marginal en el 
período de corto plazo y los distribuidores paga- 
rían la tarifa uniforme de generación más el car- 
go por transporte hasta su punto de conexión. 

Tales principios estructurales y operativos 
constituyeron la base del sistema establecido 
por el Marco Regulatorio Argentino. 

B. LEY N” 24.065 

La misma produce una modificación integral 
del sistema elCctrico argentino, a partir de la in- 
corporación del concepto de mercado, en alguna 
medida similar al utilizado en la privatización 
del sistema inglés. 

De acuerdo a un trabajo publicado por el 
Ente Nacional Regulador de la Electricidad 
(E.N.R.E.)’ las ideas aceptadas por el Marco 
Regulatorio son la: 

4 

b) 

c) 

Introducción y promoción de la competencia 
y los mecanismos de mercado, en todas las 
actividades donde esto fuera posible. 
Separación clara de los segmentos de la acti- 
vidad según sean monopólicos o sujetos a las 
leyes del mercado. 
Implementación de reglas de juego y condi- 
ciones adecuadas para el funcionamiento del 
mercado mayorista que faciliten la concu- 

7 Informe Anual, 19930994, Volumen 1, Capítulo 1, 
pag. 9. 
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rrencia de los actores y que generen precios 
que se constituyan en señales estimulantes 
de una mayor oferta eléctrica. 
Anulación del papel empresario del Estado 
en el sector, reservándole el rol de definir las 
políticas a la Secretaría de Energía y de re- 
gular y ser policía del servicio al E.N.R.E.. 
Incorporación de capital privado a la activ- 
dad eléctrica. en condiciones de riesgo. 

En cuanto a los objetivos de la política na- 
cional. los mismos están indicados en el artículo 
2O de la Ley; y el señala que se busca: 

4 

b) 

cl 

d) 

e) 

f) 

Proteger adecuadamente los derechos de los 
usuarios; 
Promover la competitividad de los mercados 
de producción y demanda de electricidad y 
alentar inversiones para asegurar el suminis- 
tro a largo plazo; 
Promover la operación. confiabilidad. igual- 
dad, libre acceso, no discriminación y uso 
generalizado de los servicios e instalación de 
transporte y distribución de electricidad: 
Regular las actividades del transporte y la 
distribución de electricidad, asegurando que 
las tarifas que se apliquen a los servicios 
sean justas y razonables; 
Incentivar el abastecimiento, transporte, dis- 
tribución y uso eficiente de la electricidad 
fijando metodologías tarifarias apropiadas; 
Alentar la realización de inversiones priva- 
das en producción, transporte y distribución, 
asegurando la competitividad de los merca- 
dos donde sea posible. 

B. 1, ActoreA reconocidos del Mercado Eléc- 
trico 

B.l.l. Actividades de generación 

La misma, en cualquiera de sus modalidades, 
destinada total o parcialmente a abastecer de ener- 
gía a un servicio público sera considerada de inte- 
rés general, afectada a dicho servicio y encuadrada 
en las normas legales y reglamentarias que asegu- 
ren el normal funcionamiento del mismo. 

Se considerará Generador, a quien siendo ti- 
tular de una central eléctrica adquirida o instala- 
da en los términos de la ley o concesionario en 
el servicio de explotación (artículo 14 de la ley 
15.336). coloque su producción, total o parcial- 
mente, en el sistema de transporte y/o distribu- 
ción de jurisdicción nacional. 

Los generadores privados son el resultado 
del proceso de privatización de SEGBA, de 
Agua y Energía, y de Hidronor, y los que poste- 
riormente se han instalado. 

El Cuadro N” 11.5.1. muestra el resultado del 
proceso de privatización de SEGBA. 

CUADRO N” 11.5.1’ 
SEGBA 

Originó Potencia 

MW 

PIXI 
pagada 

LJS% Mill. 

Generación 

C. Puerto S.A. 
c. Costanera S.A. 
C. Pedro de Mendoza S.A. 
C. Dock Sud S.A. 

C. Dique S.A. 

2.682' 215,E 

1.009 92.2 

1.260 YO.01 

92 x.5 
211 25,a 
111 *3 

Total SEGBA 431,6 

1 Ente Nnclonal Regulador de la Electricidad. Informe 
Anual 199311994 Volumen 1. Capitulo 2. pág. 31 

2 .4ntes de la privatiración, 2544 MW 
3 Escición ds EDELAP S.A. 

El Cuadro N” 11.5.2 muestra la privatización 
de la empresa Agua y Energía Eléctrica S.E. 

CUADRO N” II.5.2l 
PRIVATIZACIÓN DE A. Y E.E. S.E. 

Orighó Potencia Precio pagado 
MW USS Mill. 

C.T ALTO VALLE S.A. 
C.T. GÜEMES S.A. 
C.T. SORRENTO S.A. 

C.T. SAN NICOLÁS S.A. 
CENTRALES TÉRMICAS 

DEL NEA S.A. 
CENTRALES TÉRMICAS 

DEL NOA S.A. 
CENTRALES TÉRMICAS 

PATAGONICAS S.A. 
CENTRALES TÉRMICAS 

DEL LITORAL S.A. 
HIDROELÉCTRICA 

LOS NIHUWES S.A. 
HIDROELÉCTRICA 

AMEGHINO S.A. 

HIDROELÉCTRICA 
DIAMANTE S.A. 

CENTRALES TÉRMICAS 
MENDOZA S.A. 

Total Ay E.E. 

91 22.1 
245 86,2 

126 8,s 
650 66.1 

201 0.4 

21s 15.2 

254 5.2 

83 0.05 

259 142 

41 l4,3 

422 32,8 

408 ID,1 

3.309 335,6 

1 Ente Nacional Regulador de la Electricidad, op. cil 
pag 33. 



El Cuadro N” 11.5.3 muestra la Privatización 
de Hidronor S.E. 

CCADRO No II 5.3’ 
PRIVATIZACIÓN DE HIDRONOR S.E. 

Originó Precio 
pagado 

US$ Mill. 

HIDROELÉCTRICA 
EL CHOCÓN S.A. 1.320 223,9 

HIDROELÉCTRICA 
CERROS COLORADOS S.A. 450 12,6 

HIDROELÉCTRICA 
ALICURA S.A. 1.000 178 

HIDROELÉCTRICA 
PIEDRA DEL ÁGUILA S.A. 1.400 272.1 

Total Hidronor S.E. 4.170 746.6 

1 Ente Nacional Regulador de Ia Elecfriadnd. 0~. cit., 

pág. 33. 

B. 1.2. Transporte y Distribución: 

Dichas etapas son caracterizadas como servi- 
cios públicos (Artículo 1”) y deberán ser reali- 

zadas. prioritariamente, por personas jurídicas 
privadas a las que el Poder Ejecutivo les otorga 
las correspondientes concesiones. El Estado, por 
sí o través de sus entes o empresas, deberá pro- 
veer dichos servicios en el caso de que, realiza- 
da la selección de agentes privados, no existie- 
ran oferentes que pudieran ser adjudicatarios de 
las prestaciones. 

Se considera Transportista a quien siendo ti- 
tular de una concesión es responsable de la 
transmisión y transformación a esta vinculada 
desde el punto de entrega de la energía por el 
generador hasta el punto de recepción por el dis- 
tribuidor o gran usuario. [Artículo 7”) 

Las concesiones de transporte se otorgarán 
por plazo fijo y debe especificarse la capaci- 
dad, características. el plan de obras e instala- 
ciones y el régimen de precios del peaje. (Ar- 
tículo 29”) 

Los transportistas, sea individualmente o 
mediante la tenencia de paquetes accionarios 
mayoritarios de otras empresas, no podrán com- 
prar o vender energía eléctrica. (Artículo 30”). 

En el Cuadro N” 11.5.4 y 11.5.5 se muestra el 
resultado del proceso de privatizaci6n del siste- 
ma de transporte nacional: 

CUADRO No 11.5.4’ 
PRIVATIZACIÓN DE HIDRONOR, A. Y E.E. Y SEGBA-TRANSPORTE EN ALTA TENSIÓN 

Origmó 

TRANSENER 

Líneas Km 

500 kV 6885 
220kV 868 

Estaciones 
Transformadoras 

21 

Precio pagado 
US$ Millones 

214.1 

I Ente iixional Regulador de IU Electricidad, “p. cii., pág. 35 

CUADRO No 11.5.5t 
PRIVATIZACIÓN DE A. Y E.E. HIDRONOR TRANSPORTE POR DISTRIBUCIÓN TRONCAL* 

Originó Líneas KIII EStaCiOneS Precio pagado 
Transformadoras US$ Millones 

330 KV 1.100 16 20.8 
TRANSPASA. 132 KV 1.108 

33 KV 6 

TRANSNOA S.A. 132 KV 2.300 36 897 

220 KV 30 9 3,O 
TRANSNEA S.A. 132 Kl 616 

33 KV 109 

DISTROCUYO S.A. 
220 KV 634 
132 KV 695 

11 20.3 

66 KV 6 

TRANSCOMAHUE l32KV 854 

Total Transporte 

I 
2 

Ente Nacional Regulador de la Electricidad, op. cir., pQ. 35. 
Incluyen algunas líneas provinciales. 

3 Propiedad de las provincias de Rio Negro y Neuqu&,. 

14 *3 

286.9 
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B.1.3. Distribución: 

Es un servicio público y se considera distri- 
buidor a quien dentro de su zona de concesión 
es responsable de abastecer a usuarios finales 
que no tengan la facultad de contratar su sumi- 
nistro en forma independiente. 

Los distribuidores deben satisfacer toda la 
demanda de servicios de electricidad que les 
sean requeridas en los términos de su contrato 
de concesión. 

El Cuadro N” 11.5.6 muestra cómo quedó 
conformada la etapa de distribución luego de la 
privatización de las empresas de distribución del 
Estado Nacional. 

CUADRO No 11.5.6’ 
PRIVATIZACIÓN DE SEGBA - DISTRIBUCIÓN 

Origilló 

Distribución 

EDENOR S.A. 

EDESUR S.A. 

EDELAP S.A. 

Clientes miles 
-en 1991. 

3.954 

1.878 

1.838 

238 

Area Km2 

13.585 

4.521 

3.284 

5.780 

Venta Precio pagado 
año 1991 GWh US$ Millones 

13.452 1.077,9 

6.220 427,9 

6.400 511,o 

832 139,0 

1 Ente Nacional Regulador de la Electrmdad, up. cit.. pág. 31 

Por otro lado, existen numerosas empresas 
de distribución provincial, algunas de las cuales 
se han privatizado y otras están en vías de trans- 
formación o de privatización. 

B. 1.4. Grandes Usuarios: 

Se considera “gran usuario” a todo aquel 
usuario que por su característica de consumo 
pueda celebrar contratos de compraventa de 
energía eléctrica en bloque con los generadores 
que define el inciso a) del artículo 35 de la Ley 
N” 24.065, estando sujetos a jurisdicción nacio- 
nal cuando tales contratos se ejecuten a través 
del Sistema Argentino Interconexión de (SADI). 

Se distinguen dos categorías de “gran usua- 
rio” de acuerdo a los módulos de potencia y 
energía y demás parámetros técnicos: 

1) el GRAN USUARIO MAYOR (GUMA) 
debe: 

- estar conectado, al momento de presentar la 
solicitud, en un nivel de tensión no inferior a 
un (1) kV, 

- tener en cada punto de conexión una deman- 
da de potencia y energía mínima para consu- 
mo propio de un (1) MW y cuatro mil tres- 
cientos ochenta (4.380) MWh anuales 
respectivamente, y 

- contratar en forma independiente en el Mer- 
cado a Término por lo menos el cincuenta 

por ciento (50%) de su demanda de energía 
eléctrica, con un mínimo de cuatro mil tres- 
ciento ochenta (4.380) MWh anuales y por 
una duración de cuatro (4) o más períodos 
trimestrales. 

2) el GRAN USUARIO MENOR (GUME) 
debe: 

- estar conectado, al momento de presentar la 
solicitud, en un nivel de tensión no inferior a 
UN (1) kV (salvo que, estando conectado en 
un nivel de tensión inferior al mencionado, 
haya acordado previamente con su Distribui- 
dor la prestación de la función técnica de 
transporte (FlT)), 

T tener en cada punto de conexión una deman- 
da de potencia para consumo propio inferior 
a dos (2) MW y mayor o igual que cero 
coma uno (0,l) MW, y 

- contratar en forma independiente en el Mer- 
cado a Término la totalidad de su demanda 
de potencia y energía eléctrica, por una dura- 
ción de ocho (8) o más períodos trimestrales. 

B.1.5. Disposiciones comunes a Transpor- 
tistas y Distribuidores: 

a) No podrán comenzar la construcción u ope- 
ración de instalaciones de magnitud, ni la 
extensión o ampliación de las existentes sin 



b) 

4 

el 

h) 

9 

8 

un certificado del Ente Regulador que acre- 
dite la conveniencia y la necesidad pública 
de la obra, a cuyo fin se dará publicidad a la 
solicitud y se realizará una audiencia públi- 
ca. (Art. ll’) Las que no cumplan con dicha 
obligación podrán ser suspendidas. (Art. 
12O) 
No pueden abandonar total o parcialmente 
las instalaciones, sin contar con la aproba- 
ción del Ente, el que las otorgará cuando no 
sean necesarias para el servicio presente 0 
futuro previsible. (Art. 14’) 
Estarán obligados a permitir el acceso indis- 
criminado a tercero a la capacidad no com- 
prometida de transporte para abastecer la de- 
manda contratada. (Art. 22”) 
No podrán otorgar ventajas o preferencias 
en el acceso a sus instalaciones. (Art. 23”) 
Deben responder a toda solicitud de servicio 
dentro de los treinta días corridos de su re- 
cepción. (Art. 24’) 
Deben fijar las especificaciones mínimas de 
calidad para la electricidad que se coloque 
en su sistema. (.4rt. 26’) 
Deben efectuar el mantenimiento de su ins- 
talaciones para asegurar un servicio adecua- 
do para el usuario. (Art. 27’) 
Podrán ser obligados por el contrato a exten- 
der o ampliar las instalaciones cuando resul- 
te necesario para el servicio público. (Art. 
28”) 
Si fueran sociedades por acciones su capital 
deberá estar representados por acciones no- 
minativas no endosables. (Art. 33”) 
Solo podrán consolidarse en un mismo gm- 
po empresario o fusionarse, dos o más trans- 
portista o dos o mas distribuidores, previa 
autorización del Ente, al igual para adquirir 
acciones de otro transportista o distribuidor. 
(Art. 32”) 
No podrán realizar actos que impliquen 
competencia desleal o abuso de posición do- 
minante en el mercado. (Art. 19”) 
Respecto de las tarifas que apliquen deberán 
posibilitar una razonable tasa de rentabilidad 
a aquellas empresas que operen con efcien- 
cia. La tasa deberá guardar relación con el 
grado de eficiencia y eficacia operativa de la 
empresa, y ser similar, como promedio, a la 
de otras actividades de riesgo similar II com- 
parables nacional o internacionalmente. 
(At-t. 40’) 
Respecto de las tarifas de los servicios que 
ofrecen, deben tener en cuenta las diferen- 
cias razonables que existen en el costo entre 
los distintos tipos de servicios. (Art. 41”) 

m) Los contratos incluirán un cuadro tarifario 
inicial válido por cinco años, las tarifas sub- 

siguientes establecerán el precio máximo que 
se fije para cada servicio. El precio máximo 
será determinado por el Ente. Las tarifas se- 
rán reajustadas por cambio en los costos que 
el concesionario no pueda controlar. (Art. 
42” incs. a), b), c). 

n) Los costos correspondientes a un usuario o 
categoría de usuarios no podra ser recupera- 
do mediante tarifas cobradas a otros usua- 
rios. (AK 42” inc. d)) 

ñ) Las tarifas estarán sujetas a topes anualmen- 
te decrecientes en términos reales. (Art. 49”). 

B.1.6. Ente Nacional Regulador de la Elec- 
tricidad 

El mismo goza de autarquía, tiene su sede en 
la ciudad de Buenos Aires y las principales fun- 
ciones son: 

a) Hacer cumplir las normas pertinentes 
b) Dictar los reglamentos. 
c) Prevenir conductas anticompetitivas mono- 

pólicas o discriminatorias. 
d) Establecer las bases para el cálculo de las 

tarifas. 
e) Velar por la protección de la propiedad, el 

medio ambiente y la seguridad pública. 
fl .4plicar las sanciones 
g) Autorizar servidumbre de electroductos, etc. 

El Ente está dirigido y administrado por un 
directorio de cinco miembros. Tres selecciona- 
dos y designados por el Poder Ejecutivo y dos a 
propuesta del Consejo Federal de la Energía 
Eléctrica. Duran cinco años en sus funciones, 
cesando en sus mandatos en forma escalonada. 

Las controversias entre actores reconocidos 
del mercado, deberán ser sometidas en forma 
previa a jurisdicción del Ente. 

El ENRE ha dictado reglamentos sobre: 

a) Calidad de producto tknico suministrado. 
b) Calidad de servicio técnico prestado. 
c) Calidad de servicio comercial. 

Y frente al incumplimiento de los mismos y 
de las etapas que se han determinado en los con- 
tratos de concesión, puede aplicar sanciones 
progresivas importantes. 

También se ha establecido un régimen de au- 
diencias públicas, previo a dictar resolución so- 
bre la conveniencia, necesidad y utilidad general 
de los servicios de transporte y distribución, o 
frente conductas contrarias a los principios de 
libre competencia. 

Y en términos generales frente a actos viola- 
torios de la ley, de su reglamentación de las re- 



soluciones dictadas por el Ente o de un contrato 
de concesión. 

Podemos decir que en el Sistema Argentino 
se distinguen dentro las funciones regulatorias: 

a. Facultades reglamentarias 

Las mismas pueden ser ejercidas, de acuerdo 
al rango jerárquico y de importancia de la mate- 
ria, por el Congreso Nacional, por las Legislatu- 
ras Locales, por Decretos, Resoluciones Minis- 
teriales y por Reglamentos de los Entes 
Reguladores. 

Todas las normas no emanadas del Poder Le- 
gislativo, se realizan por delegación legislativa. 

Esta competencia para dictar normas las tie- 
nen por delegación legislativa*, ya que el Con- 
greso (originario titular de competencia en ma- 
teria de servicios públicos) le sería imposible 
desempeñarla en tiempo y forma por su propia 
conformación y funcionamiento’. 

b. Facultades de contralor 

Dentro de la misma podemos distinguir: 

i) Control de las empresas prestadoras de ser- 
vicios públicos. respecto de las obligaciones 
establecidas en la concesión y en las normas 
regulatorias y reglamentarias específicas. 

ii) Control de la actividad de los usuarios y de 
terceros que actúan en el sector. 

iii) Control de prácticas monopólicas o de abuso 
de posición dominante en el mercado. 

iv) Control de los aspectos ambientales de la ac- 
tividad energética. 

c. Facultades sancionatorias 

Al constatarse violaciones contractuales o 
infracciones reglamentarias se ponen en marcha 
procedimientos para juzgar y penar tales viola- 
ciones’O. 

Tales facultades deben ser ejercidas por las 
normas del debido proceso y tener siempre 
abierta la vía del control por el Poder Judicial. 

8 Cf. Casangne, Juan C. “Los ““CYOS entes re$ulato- 
Sos”, en Revista Jurídica El Derecho del 191911994. 

9 Cf Fanelh Evans, Guillermo E., “La Reforma de la 
Constitución Nacional”, en Revisla Jurídica Argenrl- 
na La Ley, T. 1995-A. Sec. doctrina, Bs. As., 1995, 
pág. 1049. 

10 Cf. Sûravm. Luis Adolfo ,y Rodríguez Vidal. Clau- 
dia, “Los Tribunales Admnstrativos y los Servicios 
Públicos Administrativos”, en Rev~rra Jurídico Ar- 
gentmi La Ley, Actunlidnd. de fecha 1/911992; cofa- 
do por Fanelli Eians, op. cit., p8g. 1049. 

d. Facultades de resolución de controversias 

Se suelen atribuir a los Entes Reguladores 
una instancia de resolución de conflictos, de ca- 
rácter obligatoria para los actores del mercado 
electrice y voluntaria para los conflictos entre 
usuarios y concesionarios. Dicha potestad de ca- 
rácter jurisdiccional, para no violar normas 
constitucionales deben respetar un procedimien- 
to previamente reglado, y quedar siempre abier- 
to a la instancia judicial 

B.1.7. Despacho Nacional de Cargas 

El mismo está a cargo de una sociedad, la 
Compañía Administradora del Mercado Mayo- 
rista Eléctrico Sociedad Anónima (CAMME- 
SA). La misma no tiene fines de lucro y su capi- 
tal accionario está dividido en partes iguales 
entre el Estado Nacional (20%), la Asociación 
de Generadores de Energía Eléctrica de la Repú- 
blica Argentina (AGEERA) (20%). la Asocia- 
ción de Distribuidores de Energía Eléctrica 
(ADEERA) (20%) la Asociación de Transpor- 
tista de Energía Eléctrica de la República Ar- 
gentina (ATEERA) (20%) y la Asociación de 
Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la Re- 
pública Argentina (AGUEERA) (20%). 

El objeto principal de dicha Sociedad es”: 
“El despacho técnico del Sistema Argentino de 
Interconexión (SADI) de acuerdo a los previsto 
por la Ley No 24.065 y sus normas complemen- 
tarias y reglamentarias. A estos jines, tendrá a 
su cargo: (a) determinar el despacho récnico y 
económico del SADZ (Sistema Argentino de In- 
terconexión) propendiendo a maximizar la segu- 
ridad del sistema y ia culidad de los suministros 
y a minimizar los precios mayoristas en el mer- 
cado horario de energía (‘Mercado Spot”); (b) 
planificar las necesidades de potencia y optimi- 
zar su aplicación conforme reglas que fije de 
tiempo en tiempo la Secretaría de Energía Eléc- 
trica: (c) supervisar el funcionamiento del mer- 
cado a término y administrar el despacho técni- 
co de los contratos que se celebren en dicho 
mercado”. 

De acuerdo a lo establecido en la Ley No 
24.065, el Despacho Nacional de Cargas, se tie- 
ne que ajustar a los siguientes principios: 

“Permitir la ejecución de los contratos libre- 
mente pactados entre las partes, entendiendo por 
tales a los generadores (con excepción de aque- 
llos comprendidos en el artículo lo de la Ley N” 
23.696 y la parte argentina de los entes binacio- 

I, Art 3O inc. 1 del Estatuto de Creac de CAMME- 
SA, Decreto 1192192). 



nales), grandes usuarios y distribuidores (merca- 
do a tCrmino)” (Art. 3.5 inc. a) 

“Despachar la demanda requerida, en base 
al reconocimiento de precios de energía y po- 
tencia que se establecen en el artículo siguien- 
te, que deberán comprometerse explícitamente 
a aceptar los actores del mercado, para tener 
derecho a suministrar o recibir electricidad no 
pactada libremente entre las partes” (Art. 35 
inc. b). 

Por otro lado, se establece a los fines del 
despacho económico que la norma específica 
dispondrá que los generadores perciban por la 
energía vendida una tarifa uniforme para todos 
en cada lugar de entrega que fije el DNDC, ba- 
sada en el costo económico del sistema. Para su 
estimación deberá tenerse en cuenta el costo que 
represente para la comunidad la energía no su- 
ministrada. 

Asimismo, determinará que los demandan- 
tes (distribuidores) paguen una tarifa uniforme, 
estabilizada cada noventa (90) días, medida en 
los puntos de recepción, que incluirá lo que 
perciben los generadores por los conceptos se- 
ñalados en el párrafo precedente, y los costos 
de transporte entre los puntos de suministro y 
recepción. 

B.1.8 Fondos de Energía 

La Ley No 24.065 modifica la Ley No 15.336 
respecto al Fondo Nacional de la Energía Eléc- 
trica el que, se constituirá por un recargo por 
kilovatiolhora sobre las tarifas que pagan los 
compradores del mercado mayorista, será admi- 
nistrado por el Consejo Federal de la Energía 
Eléctrica y se destinará el 60% para crear el 
Fondo Subsidiario para Compensaciones Regio- 
nales de Tarifas a Usuarios Finales y el 40% 
para el Fondo del Desarrollo Eléctrico del Inte- 
rior. 

B. 1.9. Sistemas Provinciales 

En virtud del régimen constitucional argenti- 
no y de la propia Ley N” 15.336, las provincias 
mantienen sus potestades en materia de servi- 
cios públicos de transporte y distribución que 
estén excluidas del régimen nacional. 

En virtud de ello la Ley N” 24.065 estable- 
ci6, en su artículo 98”. que, sin perjuicio de las 
normas de naturaleza federal contenidas en la 
ley, se invita a las provincias a adherir al régi- 
men de la misma. La mayoría de las provincias, 
a fin de percibir el Fondo Subsidiario para Com- 
pensaciones Regionales de Tarifas a Usuarios 
Finales, que prevé el artículo 70”, adhirieron 
Solo a los principios tarifarios previstos en los 

artículos 40” y 41” de la Ley, que antes hemos 
reseñado. 

En consecuencia. cada provincia organiza el 
sistema eléctrico local de acuerdo a sus criterios 
propios, pero siguiendo los principios de que los 
precios deben representar los costos y que no se 
pueden efectuar subsidios encubiertos o cruza- 
dos. 

Más de una decena de provincias han esta- 
blecido sistemas de privatización con marcos re- 
gulatorios y entes reguladores similares a los del 
Estado Federal. Dichos entes reguladores han 
conformado recientemente una asociación a fin 
de intercambiar información y suministrarse re- 
cíproco apoyo. 

B. 1.10. Exportación e Importación 

La misma debe ser previamente autorizada 
por la Secretada de Energía dependiente del Mi- 
nisterio de Economía de la Nación. (Art. 34” de 
la Ley No 24.065) 

En tal sentido, se ha dictado la Resolución 
21197 de la Secretaría de Energía y Puertos por 
la que se reglamenta el procedimiento a seguir 
para solicitar una concesión de transporte de 
energía eléctrica de interconexión internacio- 
nal. 

B. 1.11. Integración Energética 

En cuanto a los antecedentes sobre el proce- 
so de integración energética debemos recordar, 
de manera general, la constitución, en su época, 
de la Asistencia Recíproca Petrolera Estatal 
(ARPEL), creada en 1964, la Comisión de Inte- 
gración Eléctrica Regional (CIER) de 1965 y la 
Organización Latinoamericana de Energía 
(OLADE) creada en 1973. Con la firma del Tra- 
tado de Asunción que creó el Mercado Común 
del Sur (MERCOSUR), se constituyó el Grupo 
Mercado Común (GMC) y dentro del mismo el 
Subgrupo de Trabajo No 9 (SGT-9) de Política 
EnergCtica. Este último, dirigido por 4 Coordi- 
nadores nacionales y sus adjuntos, han consti- 
tuido Grupos de Tareas que preparan los docu- 
mentos que serán sometidas a las reuniones 
plenarias del Subgrupo. 

En dicho ámbito, de acuerdo “al Cronograma 
de Medidas: Coordinación de Políticas Ma- 
croeconómica, Sectoriales e Institucionales” 
aprobado por la Ronda de Reuniones de junio de 
1992, en el Valle de Las Leñas, Argentina, se 
fijó, dentro de los frentes de trabajo para el 
SGT-9: la legislación energetica y aspectos ins- 
titucionales y organizacionales de los mercados 
energéticos y, por otro lado, la legislación y el 
marco ambiental. 



834 EDGARDO D~AZARAWO /Lu regulación eldctricn orgenlina. Antecedentes 9 perspectivas 

4. CONCLUSIONES 

A manera de síntesis de todo lo desarrollado, 
respecto de la evolución del sector eléctrico de 
Argentina, en términos muy elementales pode- 
mos distinguir tres etapas. 

a) Concesiones Privadas: La misma va desde 
principio de siglo hasta la década del 40. Se ini- 
cia, en la ciudad de Buenos Aires, con la conce- 
sión dada a la Compañía Alemana Trasatlántica 
de Electricidad (CATE), en 1907. Esta se trans- 
formó en Cómpañía Hispanoamericana de Elec- 
tricidad (CHADE), en 1918. El servicio público 
será luego concedido a la Compañía Argentina 
de Electricidad (CADE) y a la Compañía Italo 
Argentina de Electricidad. En el interior del país 
se van a ir otorgando en esos años una serie de 
concesiones, tanto de generación como de distri- 
bución. a empresas privadas, inicialmente loca- 
les y posteriormente transferidas a capitales ex- 
ternos. 

Todo el período se va a caracterizar por te- 
ner servicios aislados, abastecidos por centrales 
térmicas y con crecientes conflictos sociales y 
políticos entre las empresas prestadoras, los 
usuarios y los órganos políticos, por la ausencia 
de normas regulatorias precisas y de entes regu- 
ladores independientes integrados por funciona- 
rios honestos. 

b) Estatización y Centralización: Este perío- 
do se inicia con las declaraciones de caducidad 
de las concesiones en 1943 y se va a prolongar. 
también por 40 años, hasta fines de la década 
del 80. 

Diversas provincias argentinas, Tucumán, 
Entre Ríos, Corrientes, Jujuy, Córdoba y tam- 
bién Buenos Aires. debido a los conflictos rese- 
ñados con anterioridad, revocan las concesiones 
otorgadas. El Gobierno Nacional crea en 1943 la 
Dirección General de Energía. En 1949, la 
Constitución Nacional, en su art. 40”, declara de 
propiedad nacional. todas las fuentes naturales 
de energía, excepto las de origen vegetal. Se 
crea el Fondo Nacional de la Energía, con el fin 
de transferir recursos del sector de los combusti- 
bles térmicos al desarrollo de los abundantes re- 
cursos hidroeléctricos ociosos. Posteriormente, 
en 1960. se va a dictar la Ley No 15.336. que 
permite las concesiones privadas, pero que va a 
tener poca aplicación en tal sentido. Por el con- 
trario el Estado nacional a través de sus empre- 
sas Gas del Estado, YPF y CONEA va a aportar 
casi la totalidad de los recursos energéticos no 
renovables y Agua y Energía Eléctrica va a ir 
cubriendo con obras hidroeléctricas y con redes 
de interconexión prácticamente todo el país. 

Para el desarrollo de las cuencas hidroeléctricas 
de Limay y del Uruguay se van a crear entes 
públicos como son: Hidronor S.A. y la Comi- 
sión Mixta de Salto Grande. Por otro lado las 
concesiones eléctricas en el Gran Buenos Aires 
se van a estatizar quedando el servicio a cargo 
de SEGBA. En 1980 se van a transferir a las 
provincias los servicios de distribución, los que 
quedarán a cargo de empresas o entes estatales. 

Este segundo período se caracteriza por una 
fuerte inversión en el sector hidroelectrico y nu- 
clear, por la interconexión de gran parte del te- 
rritorio nacional y por la participación casi ex- 
clusiva de empresas públicas. El manejo 
excesivamente político de tales empresas, la fal- 
ta de criterios económicos en la fijación de las 
tarifas, el endeudamiento excesivo de las empre- 
sas nacionales en la construcción de obras no 
debidamente controladas en su diagramación y 
ejecución llevaron al sector a una fuerte crisis 
financiera y de abastecimiento. 

c) Privatización regulada. Este último perío- 
do se inicia en la década del ‘90 y se encuentra 
en pleno desarrollo. La situación crítica en el 
abastecimiento y en el endeudamiento de las 
empresas nacionales, en el marco de una quiebra 
financiera del Estado Nacional, llevó ya a fines 
de los ‘80 a replantear la necesidad de un reor- 
denamiento del sector. Así fue que se presenta- 
ron diversos proyectos de reorganización. entre 
los cuales estuvo el de formar una Empresa Fe- 
deral de Energía que integrara a todas las em- 
presas estatales. Posteriormente celebró el Pacto 
Federal Eléctrico suscripto entre las provincias 
y la Nación. Tales criterios fueron modificados 
sustancialmente a partir del dictado del Decreto 
N” 1.374/90 que declaraba en estado de emer- 
gencia al sector e iniciaba, dentro del esquema 
de reforma del Estado, un proceso de privativa- 
ción. Dictado del Decreto N” 634/91 que incor- 
poraba criterios de mercado a las transacciones, 
va a quedar legitimado con el dictado de la Ley 
No 24.065, llamada de Marco Regulatorio Na- 
cional. 

El nuevo régimen legal imperante se va a 
fundar en la distinci6n entre generación. trans- 
porte y distribución, declarando a la primera de 
interés público y a las dos últimas como servicio 
público. 

Establece un sistema de mercado para la 
venta mayorista de energía con criterios de cos- 
tos económicos, mercado que es administrado 
por una Compañía (CAMMESA) sin fines de lu- 
cro dirigida por representantes de todos los sec- 
tores. La etapa de generación se va a privatizar. 
debiendo las empresas competir en el mercado 
momentáneo o vendiendo por contratos a térmi- 



no. Se va a crear un Ente Nacional Regulador de 
Energía Ektrica, integrado por cinco miembros 
designados por el P.E.N. con acuerdo del Sena- 
do, dos de ellos propuestos por el Consejo Fede- 
ral de Energía Eléctrica. Los transportistas no 
van a poder vender ni comprar energía, sino que 
van a cobrar un peaje regulado por sus servi- 
cios. Los agentes nacionales del mercado van a 
estar bajo el control del ENRE que debe cuidar 
que se produzcan prácticas monopólicas, que se 
afecten los intereses de los usuarios y el medio 
ambiente. 

Dicho régimen rige para el Mercado Eléctri- 
co Nacional y las provincias se reservaron la 
posibilidad de su adhesión o no al ámbito de sus 
territorios. La mayoría de las mismas adhirieron 
solo los principios tarifarios, a fin de recibir los 
recursos del fondo compensador tarifario. Por 
consiguiente la etapa de distribución, constitu- 
cionalmente en manos de las provincias, se en- 
cuentra en un estado de indefinición. 

El proceso de privatización se realizó me- 
diante un sistema de oferta pública, vendiendose 
los activos no por su costo de reposición, sino 
por la renta futura previsible, lo que signific6 
enterrar costos socialmente pagados. Por otro 
lado, la expansión del sector se ha basado fun- 
damentalmente en centrales termitas, que que- 
marán gas producidos por empresas privadas, 
las que también adquirieron yacimientos a cos- 
tos bajos ya que para la empresa estatal que los 
había descubiertos no tenían prácticamente va- 
lor de mercado. 

La proyección de la oferta con la incorpora- 
ción de Yaciretá prevé también un costo de ven- 
ta no vinculado a la inversión sino a compromi- 
sos internacionales. Y, por último, la generación 
térmica de gas no contempla actualmente ni los 
costos de reposición del recurso ni las extemali- 
dades ambientales. La efectiva competencia en- 
tre las centrales privadas con costos iniciales re- 
lativamente bajos, por todas las razones 
indicadas, ha hecho que el sistema funcione con 
una eficiencia técnica aceptable y con precios 
sin bruscos ascensos. 

Esta etapa se caracteriza por una profunda 
transformación, que pretende la privatización 
integral del sistema. La misma se ha efectuado 
sin considerar los costos de reposición tanto de 
las centrales hidroeléctricas como de los recur- 
sos gasíferos y no incluye los costos ambienta- 
les. Los entes reguladores están iniciando sus 
actividades y deben desarrollar todo un sistema 
doctrinario y jurídico de apoyo, ya que no exis- 
ten muchos precedentes en nuestro derecho. Por 
consiguiente es fundamental su afianzamiento, 
Por último, no está definido una política nacio- 
nal en la materia, tanto en el ámbito eléctrico 

como en el gasífero que permita garantizar el 
suministro más allá de las decisiones particula- 
res. Esta tarea por ser un deber ineludible del 
Estado, ha sido mantenida por todas las nacio- 
nes, incluidas aquellas que se manejan con siste- 
mas de mercado en el sector. 

El modelo aceptado tiene como antecedente 
fundamental el sistema inglés y el sistema chi- 
leno. 
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